Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República de Chile, suscrito en la ciudad de 
Santiago de Chile, el 27 de abril de 2004.” 


Quizás el señor Senador Gallicchio podría ocuparse de este tema. 
SEÑOR GALLICCHIO.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese la lectura de los asuntos entrados. 

(Así se hace:) 


“Proyecto de ley por el que se aprueba la Convención relativa a la competencia, ley aplicable, 
reconocimiento, ejecución y cooperación en materia de responsabilidad parental y medidas para la 
protección de los niños, suscrita en la decimoctava sesión de la Conferencia de la Haya sobre Derecho 
Internacional Privado, el 19 de octubre de 1996.” 


SEÑOR OPERTTI.- Esta Convención jerarquiza notoriamente los compromisos internacionales del país 
en la materia. En la mañana de hoy, en la Comisión de Legislación, Códigos y Constitución de la 
Cámara de Representantes, tuvimos ocasión de presentar, del mismo modo en que lo habíamos hecho 
en el Senado en su oportunidad, el proyecto de Ley General de Derecho Internacional Privado, que 
aborda estos temas desde la mirada del Derecho interno, en su proyección internacional. Esta es una 
mirada convencional y, en lo personal, daré con todo gusto mi voto favorable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás el señor Senador Opertti podría ser el miembro informante de este 
proyecto de ley. 


SEÑOR OPERTTI.- Con mucho gusto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúese la lectura de los asuntos entrados. 
(Así se hace:) 


“Proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio sobre Municiones de Racimo, firmado en 
la ciudad de Oslo, Reino de Noruega, el 3 de diciembre de 2008.” 


Me ofrezco como miembro informante de este proyecto de ley aunque, dado que se trata de 
algo tan sencillo, quizás podríamos resolver este tema en el día de hoy. 


SEÑOR GARGANO.- Lo que sucede es que hay una convención internacional que el país ya firmó a 
nivel de Naciones Unidas sobre esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este caso, Uruguay sería el primer país de América Latina que no tendría 
ningún inconveniente, porque no utiliza esta clase de armas y, además, se niega a ellas. Si no me 
equivoco, a nivel internacional están esperando esta aprobación. Tengo información en el sentido de 
que este Protocolo fue firmado el año pasado por 98 países integrantes de las Naciones Unidas, 
incluido Uruguay, por lo que esta sería una buena señal que daría nuestro país. 


SEÑOR GARGANO.- Si la Secretaría me hace un resumen de la propuesta, yo podría hacer el 
informe respectivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la aceptación del Protocolo de Oslo. 
(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
El señor Senador Gargano hará el informe respectivo. 
Continúese la lectura de los asuntos entrados. 
(Así se hace:) 


“Proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio Internacional del Trabajo Número 135, 
relativo a la protección y facilidades que deben otorgarse a los representantes de los trabajadores, 
adoptado en la quincuagésima sexta reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, celebrada en 
Ginebra en el año 1971.” 


El señor Senador Gargano también informará este proyecto de ley. 
Continúese la lectura de los asuntos entrados. 
(Así se hace:) 


“Nota de la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Representantes, invitando 
a la primera reunión del Grupo de Amistad Parlamentario Uruguay - Venezuela, que se realizará el 
próximo jueves 16 de julio, a la hora 13:00, en la Sala N* 8 del Edificio José Artigas.” 


Si los señores Senadores me permiten, voy a señalar que hace mucho tiempo tuve la 
oportunidad de recibir a una delegación de la denominada Comunidad Baha'i del Uruguay, que me 
planteó sus inquietudes frente a una situación muy difícil que, según sus propias expresiones, se está 
viviendo en Irán. Los integrantes de la Comisión pueden analizar los documentos que me han dejado 
respecto a una serie de situaciones a las que están sometidos los miembros de la Comunidad Baha'i 
residentes en ese país, que consideran arbitrarias. Hace bastante tiempo que recibí a esta delegación 
y me gustaría que el material correspondiente quedara en manos de la Secretaría para que todos los 
señores Senadores puedan consultarlo. 


El Convenio de Protección y Restitución de Bienes Culturales y Otros Específicos 
Importados, Exportados o Transferidos llícitamente, entre la República de Colombia y la República 
Oriental del Uruguay, que figura en la Carpeta N* 1481/2009 y que fue suscrito en la ciudad de Bogotá 
en noviembre del año pasado, consta de un preámbulo y siete artículos. En el preámbulo se señala 
explícitamente que “la cooperación mutua para la recuperación de bienes culturales y otros específicos 
robados, importados, exportados o transferidos ilícitamente, constituye un medio eficaz para 
precautelar el derecho del propietario originario de cada una de las Partes sobre sus respectivos 
bienes culturales.” 


Se señala, además, que “se desea establecer procedimientos comunes que permitan la 
recuperación de bienes culturales, en los casos que estos hayan sido robados, importados, exportados 
o transferidos ilícitamente”. 


En el artículo | se explicita una extensa nómina de los bienes culturales que se aspira a 
proteger con este Convenio. Creo que es un poco irrelevante que señale su totalidad, por lo que 


simplemente voy a mencionar algunos, como por ejemplo: colecciones y especímenes de zoología, 
fauna, botánica, geología; objetos procedentes de excavaciones o descubrimientos arqueológicos; 
bienes de interés histórico; bienes de interés antropológico; documentos, como mapas; manuscritos 
raros o incunables, etcétera. Reitero que se trata de una nómina muy detallada de todo aquello que 
merece ser cautelado frente a situaciones absolutamente irregulares que, desgraciadamente, han 
sufrido muchos países en el mundo, particularmente los latinoamericanos. 


En lo que tiene que ver con el artículo Il, se señala que las Partes habrán de prohibir el 
ingreso a sus respectivos territorios de todo bien cultural, patrimonial y otros específicos provenientes 
de la otra Parte y que estén en conocimiento de que hayan sido objeto de apropiación indebida o 
expropiación ilegítima, aunque especifica que se podrá autorizar el ingreso temporal de ese tipo de 
bienes cuanto estos cuenten con la correspondiente autorización. Se determina además que, de no 
contar con la debida autorización, las Partes deberán proceder a la incautación de los bienes culturales 
e informar a la autoridad competente en lo referente a la protección del patrimonio cultural de la Parte y 
deberá, en el caso de solicitud de repatriación por la Parte afectada, realizar las gestiones diplomáticas 
pertinentes. 


En el artículo Il se establecen las formalidades para proceder a la restitución de los bienes 
culturales. 


En el artículo IV las Partes acuerdan el intercambio de información sobre el robo de bienes 
culturales patrimoniales y sobre personas físicas o jurídicas de las Partes que hayan participado, 
directa o indirectamente, en la apropiación o exportación ilícita de esos bienes, ajustándose a las 
normativas jurídicas de cada país. Complementariamente, las Partes convienen en difundir la 
información entre las autoridades aduaneras y policiales, a los efectos de facilitar la aplicación de las 
medidas cautelares que correspondan. No siempre resulta fácil que las Aduanas tengan la información 
debida, en particular para este tipo de bienes. 


El artículo V se refiere a las sanciones a aplicar, de acuerdo con la legislación interna de las 
Partes. 


Por el artículo VI, las Partes se comprometen a garantizar que los bienes culturales 
precautelados permanezcan en un museo o una entidad que asegure su adecuada custodia durante el 
tiempo que dure el procedimiento administrativo o judicial -si corresponde- hasta su restitución a la 
Parte solicitante. 


Finalmente, el artículo VIl establece una serie de formalidades relacionadas con la 
documentación y la vigencia del Convenio. 


Creo que este tipo de Convenios es altamente positivo para todos los países, por cuanto 
sugiero que lo votemos ahora y confío en que tenga aceptación por parte de todo el Cuerpo. 


SEÑOR OPERTTI.- Haré dos observaciones, una puramente formal y otra algo más sustantiva. 


La puntualización formal tiene que ver con que el Convenio que se alude es el de UNIDROIT 
-Instituto de Unificación del Derecho- que tiene sede en Roma, data de 1996 y de cuyo Consejo 
Directivo tengo el honor de ser miembro. 


La segunda observación es, reitero, de carácter sustantivo. Este tipo de convenios requieren 
la implementación de normas nacionales porque, de otra manera, se tornan incumplibles. La práctica 
demuestra que UNIDROIT es un reservorio en este tema porque, sobre todo México, ha hecho un 
estudio exhaustivo de este asunto y ha sido quien más lo ha promovido en América Latina y a escala 
global en ese instituto. El tema radica en la falta de normas internas, porque son convenios que 
requieren ciertos comportamientos de las aduanas, de las autoridades fiscales y policiales, 
colaboración de los museos, etcétera. Por supuesto que estoy de acuerdo con este tipo de cooperación 
y la aplaudo, porque lo veo como un síntoma de progreso en la comunidad internacional, pero también 
me permito señalar esta luz de advertencia. Me refiero a que si este Convenio no es sujeto de algún 


tipo de reglamentación que permita ejecutarlo a lo interno del país, va a ser una letra más bien 
abstracta y sin resultados concretos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que son muy pertinentes este tipo de observaciones que están avaladas, 
por otra parte, por la propia experiencia del señor Senador Opertti. Me parece que sería bueno que 
también en el Plenario, en el momento en que se exponga esta iniciativa -y que, eventualmente, se 
vote afirmativamente- quedara en la versión taquigráfica este tipo de constancia para que sea conocida 
a todos los niveles. 


SEÑOR ASTORI.- Y para internalizar este tipo de aportes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la aceptación de este Convenio. 
(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Esto lo informaría la Presidencia. 


A continuación, podríamos avanzar con respecto al Protocolo de 1997 al Convenio 
Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques de 1973, enmendado por el Protocolo de 
1978, que adiciona el Anexo VI “Reglas para prevenir la contaminación atmosférica ocasionada por los 
buques”. 


Concretamente, el Mensaje dice: “El Poder Ejecutivo cumple en remitir a consideración de 
ese Cuerpo, conforme con lo dispuesto por el numeral 7 del artículo 85 y el numeral 20 del artículo 168 
de la Constitución de la República, el adjunto Proyecto de Ley por el cual se aprueba el Protocolo 1997 
al Convenio Internacional para Prevenir la Contaminación por los Buques de 1973, enmendado por el 
Protocolo de 1978 (conocido como MARPOL 73/78), añadiendo al mismo el Anexo VI, titulado “Reglas 
para prevenir la contaminación atmosférica ocasionada por los buques', suscripto en Londres.” 


Más adelante, el Mensaje establece que dicho Convenio fue una iniciativa de la comunidad 
internacional al reconocer la necesidad primordial de salvaguardar el medio ambiente en general y el 
marino en particular, frente a la contaminación derivada de derrames producidos en forma accidental, 
negligente o deliberada de hidrocarburos en los mares o los océanos. Pero ahora se agrega un 
complemento para asegurar también la prevención de contaminaciones atmosféricas provenientes, 
sobre todo, de la combustión generada en los buques de altamar. 


Luego, el mencionado Mensaje dice que el Protocolo de 1997 que el Poder Ejecutivo propone 
aprobar, adiciona al Convenio MARPOL señalado, un nuevo anexo que tiene que ver con la prevención 
y contención de la contaminación atmosférica ocasionada por los buques. A su vez, expresa: “Este 
Protocolo se apoya en el Principio 15 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo de 
1992, que se pronuncia ampliamente a favor de la aplicación del planteamiento preventivo en la gestión 
ambiental; el cual es criterio prioritario de la política ambiental nacional, según lo dispone el literal B del 
artículo 6 de la Ley General de Protección del Ambiente”; vale aclarar que esta norma data del año 
2000. 


Se trata de algo así como un complemento que, de algún modo, intenta asegurar que no 
solamente los mares y océanos queden libres de este tipo de acciones -algunas veces irresponsables y 
otras promovidas por accidentes- sino que, de la misma manera, su ámbito se amplíe hacia todo 
aquello que tenga que ver con la contaminación atmosférica. 


SEÑOR OPERTTI.- Creo que deberíamos considerar esto en forma más detenida, porque aquí hay 
dos temas. Uno de ellos es el de los derrames de petróleo -que los hemos sufrido en carne propia en 
nuestras costas- que es complementario del otro, y hay que ver en qué forma se armonizan. 


Por lo tanto, preferiría estudiarlo con un poco más de cuidado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto. Entonces, queda postergado el tema. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 46 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


